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LA LIBERTAD SINDICAL EN LOS TRIBUNALES:  
CASO “PANRICO”

TRADE UNION FREEDOM IN COURTS: CASE “PANRICO”

REMEDIOS MENÉNDEZ CALVO
Universidad de Alcalá

1. 	 RESUMEN DEL LITIGIO

El presente comentario jurisprudencial versa sobre la sentencia del Tribunal Su-
premo (Social) del 26 de enero de 2017 [Rec. Núm. 54/2016] que confirma la dictada 
por la Audiencia Nacional (Social) de 16 de octubre de 2015 [Rec. Núm. 261/2015]. 
Como premisa del estudio de ambos fallos –y los Recursos de Casación interpuestos, 
a los que responde la sentencia del Supremo– procede resumir el objeto del litigio, 
sobre las consecuencias de que la empresa «Panrico» incumpliera un Acuerdo sobre 
liberados sindicales y subvención a Comisiones Obreras (CCOO) –pactado en 2011– 
como consecuencia de la conflictividad de la misma. En particular, sin perjuicio de 
otros temas jurídicos y procesales de sumo interés, acotaremos el análisis a lo refe-
rente a la vulneración de la Libertad Sindical.

Conforme al resumen con que nos ilustra la sentencia de la Audiencia Nacional 
de octubre de 2015, el conflicto sobre si se ha vulnerado dicho derecho fundamental 
surge cuando la empresa extinguió unilateralmente el contrato de dos trabajadores 
(delegados sindicales) como penalización por la negativa del sindicato a alcanzar 
acuerdos con «Panrico», junto con otras medidas –que han resultado injustificadas y 
desproporcionadas– que mermaron significativamente la acción sindical de CCOO 
como avala el Ministerio Fiscal.

La conflictividad latente desde 2013 en «Panrico» al loor de la difícil situación 
económica de la empresa, que ya se había evidenciado en el proceso de despido co-
lectivo, lleva en el caso que nos ocupa a presentar demanda solicitando que se decla-
re la vulneración del derecho fundamental de Libertad Sindical (art. 28.1 CE), tanto 
en su vertiente colectiva como individual –por afectar al sindicato y a los dos delega-
dos sindicales, respectivamente– y, por ende, la nulidad radical de las actuaciones de 
la empresa, así como la reparación del daño (económico y moral) producido.

2. 	 RESPUESTA DE LA AUDIENCIA NACIONAL 

En la demanda de 2015 ex artículo 179.3 LRJS se pedía la reparación del daño 
producido, concretado tanto en la reposición de los demandantes en la integridad de 
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sus derechos sindicales como a la condena económica a los dos delegados por una 
parte y a la organización sindical por otra por los daños económicos y morales infrin-
gidos. Tanto en la demanda, como en el acto del juicio, fieles al texto de la sentencia 
de la que fue ponente el magistrado Ricardo Bodas Martín, se acusa a la empresa de 
conductas antisindicales, que como demandada alegó varias excepciones procesales 
y argumentó la licitud de su comportamiento.

Por ejemplo, negó la defensa letrada de «Panrico» que CCOO tuviera sección 
sindical en la empresa, cuando en el referido Acuerdo entre la empresa y el sin-
dicato se disponía que “se reconoce a la Sección Sindical Intercentros de CCOO 
como legítimos representantes de todos los trabajadores por cuenta ajena afiliados 
del sindicato en el conjunto de los centros de trabajo de Panrico (…)”. También es 
cuando menos llamativo que la empresa hable de la actuación sindical contraria 
a los objetivos marcados en el Acuerdo –para sufragar diferentes gastos de ges-
tión como consecuencia de su actividad representativa (gastos y asesoramiento a 
sus Secciones Sindicales de Centro, así como su asesoramiento en la negociación 
colectiva)– y a la oportuna contraprestación que «Panrico» confunde con lograr, 
siempre que hubiese negociaciones, alcanzar un pacto favorable a la compañía 
perdiendo su autonomía sindical (presupuesto constitutivo del derecho a la Liber-
tad Sindical). O decir, sin base jurídica, y contraviniendo sus propios actos (Acuer-
do), que la mejora de los derechos sindicales de CCOO y UGT constituían un trato 
peyorativo para los sindicatos minoritarios y meramente presenciales en «Panrico» 
como son OSTA y CGT.

Todas las alegaciones procesales de «Panrico» como demanda son desestima-
das por la sentencia de la Audiencia Nacional. En cuanto al fondo del conflicto, se 
acude a las reglas de la carga probatoria e inversión de la carga de la prueba –apor-
tación por el demandado de una justificación objetiva y razonable, suficientemente 
probada, de las medidas adoptadas y su proporcionalidad– si la demandante aporta 
indicios de vulneración del derecho fundamental alegado (Libertad Sindical). Como 
recoge su Fundamento de Derecho 6º, según el Ministerio Fiscal, “ha superado con 
creces sus cargas probatorias (…)”; han probado que la empresa dejó de aplicar uni-
lateralmente un acuerdo que sólo preveía su extinción con el respeto del mecanismo 
previo de denuncia en el plazo fijado en el mismo y que las discrepancias de la em-
presa con respecto a la actitud reivindicativa del sindicato, y por consiguiente de sus 
representantes, fue la que llevó a dejar de abonar cantidades económicas en 2012 y 
2013, y más adelante a retirar de forma unilateral, también, la condición de liberados 
sindicales a los dos afiliados designados por el sindicato (acorde con el pacto de abril 
de 2011), así como que el motivo por el que la empresa adoptó su decisión fue por 
la actitud del sindicato en defensa de aquello que consideraba la mejor política para 
defender sus intereses y los de sus afiliados puesto que la medida empresarial no fue 
más que un castigo a la actitud autónoma de CCOO, que se negó a adherirse a las 
políticas empresariales.

En suma, como se puede leer en el citado Fundamento Jurídico 6º, la empresa 
sostuvo que la contrapartida a los derechos sindicales adicionales reconocidos por 
ella obligaba a CCOO a cimentar las bases que den soporte sólido al sistema de re-
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laciones laborales colectivas en «Panrico» y así contribuir a la mejora del clima la-
boral y a configurar el marco laboral idóneo en el que pueda superarse la situación 
de conflictividad –marco basado en el diálogo y la negociación– y que la negativa 
de CCOO a suscribir acuerdos asumidos por la mayoría de la representación del 
personal quebraba el espíritu del acuerdo –justificando, por tanto, la extinción uni-
lateral del mismo– contra todo lo cual «Panrico» no pudo aportar la justificación 
requerida.

Conforme a lo previsto en los apartados 1 y 2 del artículo 183 LRJS, declarada 
la existencia de vulneración del derecho de Libertad Sindical, la Audiencia Nacio-
nal condena a la empresa al abono de las cantidades dejadas de pagar en 2013 a 
2015 y, en cuanto al importe solicitado por daños morales (50.000€), dada la falta 
de solidez económica de «Panrico» –y que acababa de llevar a cabo un despido 
colectivo– el tribunal fija 6.000€ como cuantía proporcionada. La indemnización 
individual de uno de los delegados sindicales fue rechazada por la Sala, ya que 
se había incluido en la relación de trabajadores que vieron extinguido su contrato 
durante el mencionado despido colectivo. En el caso del delegado que ostentaba 
el cargo de Secretario General de la Sección Sindical Intercentros, sí se acepta su 
petición –no así el importe solicitado en la demanda (25.000€), sino de 1.000€, 
en base a la misma argumentación de la situación de crisis de «Panrico»–, en la 
cuantía correspondiente a los días que no pudo ejercer su actividad sindical por 
decisión de la empresa (art. 284 c LRJS).

3. 	 ARGUMENTACIÓN JURÍDICA Y FALLO DEL TRIBUNAL SU-
PREMO

Como se avanzaba, contra la sentencia de instancia se interpusieron dos Recur-
sos de Casación. Y dicho recurso fue impugnado de contrario por la parte recurrida. 
Respecto de los siete motivos expuestos en el recurso empresarial el Ministerio Fis-
cal propuso la estimación del 6º –lo que evitaría examinar el 5º y el 7º– y la desesti-
mación de los restantes, así como el recurso de la parte trabajadora. A modo de re-
sumen del análisis realizado por el magistrado Antonio Sempere Navarro que actuó 
como ponente de la sentencia del alto tribunal, cabe subrayar lo que sigue:

—— En el primer Motivo «Panrico» reitera su tesis de que el acuerdo entre la 
empresa y la Federación Agroalimentaria de CCOO (FACCOO) no está in-
cluido en el ámbito laboral-sindical, sino que constituye una acuerdo mer-
cantil de prestación de servicios –llevado a cabo por el sindicato a cambio 
de precio–, y somete a debate jurídico que las incidencias producidas en su 
aplicación debería llevarse a cabo ante la jurisdicción civil y no la social. 
El Tribunal Supremo, como ya hiciera la Audiencia Nacional, lo rechaza 
al entender que el contenido del acuerdo –que mejora las previsiones de la 
LOLS–, y los actos coetáneos y posteriores de las partes firmantes, ponen 
claramente de manifiesto que se trata de un conflicto de índole sindical so-
bre el que tiene competencia la jurisdicción social.
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—— El segundo Motivo es también una alegación de excepción procesal formal 
(incompetencia funcional de la Audiencia Nacional). En concreto, se basa 
en la defensa de que la Audiencia Nacional no es competente de las deman-
das individuales presentadas por los delegados. Como en la sentencia de la 
Audiencia Nacional, el Tribunal Supremos rechaza tal motivo en cuanto 
que el acuerdo cuyo incumplimiento por parte empresarial generó el con-
flicto extendía su ámbito de aplicación a todo el territorio nacional, es decir 
a los diferentes centros de trabajo que «Panrico» tiene en varias Comunida-
des Autónomas, y recuerda la fundamentación sobre este particular en Auto 
de 11 de febrero de 2016 (cuestión de competencia 2/2014).

—— En tercer lugar, la recurrente basa su defensa en el quebrantamiento de las 
formas esenciales del juicio y que hayan producido indefensión. En parti-
cular, entiende que había habido indebida acumulación de acciones (arts. 
25.3, 27 y 29 LRJS). Nuevamente, se desestima el motivo porque el Tri-
bunal Supremo sí entiende viable conforme a derecho la acumulación de 
acciones de FACCOO con las de los dos representantes sindicales, puesto 
que existe la evidente conexidad que prevé el art. 25.3 LRJS.

—— Hallamos también como excepción procesal formal el 4º Motivo, sobre fal-
ta de acción y postulación con pretendida infracción legislativa sobre falta 
de legitimación para actuar CCOO en nombre y representación de los dele-
gados sindicales, y viceversa. Tampoco prospera el recurso.

—— El 5º Motivo versa sobre la distribución de la carga probatoria. Como ya 
he tenido ocasión de explicar anteriormente, el Tribunal Supremo, hacien-
do suya la argumentación de la Audiencia Nacional, desestima tal alega-
ción por quedar probado la existencia de indicios y pruebas razonables de 
la conducta antisindical de «Panrico». Confirma así, en este particular, la 
sentencia recurrida porque se han respetado las reglas jurídicas sobre la dis-
tribución de la carga de la prueba, dada la injerencia empresarial, prohibida 
por los artículos 12 y 13 LOLS.

—— A partir del 6º Motivo encontramos las de índole sustantiva o de fondo 
(infracción de la normativa y jurisprudencia aplicable). Sostiene la parte 
recurrente la infracción de los artículos 2.1 d, 2.2. d; y 8 LOLS así como 
la doctrina judicial de la Sentencia del Tribunal Constitucional 191/1988, 
lo que fue rechazado por el Tribunal Supremo al desestimar la naturaleza 
mercantil del acuerdo y confirmar los hechos probados en instancia que se 
mantienen inalterados.

—— En último lugar, como 7º Motivo se rebate la indemnización por daños 
y perjuicios a que fue condenada la empresa por la Audiencia Nacional. 
«Panrico» alega la infracción de preceptos del Código Civil y sentencias 
del Tribunal Supremo diciendo que el sindicato no acreditó el perjuicio su-
frido y se aplicó un principio de automaticidad indemnizatoria, e igualmen-
te que el delegado sindical no había justificado tampoco el daño moral. El 
Tribunal Supremo argumenta –siguiendo el criterio de la Audiencia– que 
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las cantidades en concepto de indemnización por vulneración de un dere-
cho fundamental sí son conforme a derecho, así como el reconocimiento 
del daño moral (daño emergente y lucro cesante) del trabajador, diferente 
del daño patrimonial según doctrina reciente del propio Tribunal Supremo.

—— En cuanto al Motivo de recurso de la parte trabajadora se base en el artículo 
207 e LRJS censurando, en síntesis, la parte de la sentencia de la Audiencia 
Nacional en referencia a la remisión que hace al pleito del despido indivi-
dual para conocer la reclamación sobre tutela de Libertad Sindical de uno 
de los delegados sindicales despedidos, ya que a tales representantes no se 
le aplica la prioridad de permanencia de la representación unitaria o dele-
gados sindicales prevista en el artículo 10.2 LOLS; no porque el trabajador 
despedido no pueda plantear su derecho al ejercicio de la actividad sindical 
y a pedir la reparación indemnizatoria de la actuación antisindical de «Pan-
rico», sino que podrá hacerlo en el procedimiento por despido, en cuanto 
que desde la fecha de la extinción dejó de representar al personal en la em-
presa (Fundamento de Derecho 9º).

4. 	 VALORACIÓN DE ESTA DOCTRINA JUDICIAL

La lectura de la sentencia de referencia, del Tribunal Supremo, que confirma 
el fallo de la Audiencia Nacional, evidencia la necesidad de que la doctrina judicial 
ratifique el valor específico de los derechos fundamentales (laborales) en el actual 
mercado de trabajo. Los hechos probados, las alegaciones de «Panrico» y la aporta-
ción del Ministerio Fiscal lleva, a cualquier persona que se interese por el contenido 
de las sentencias aquí comentadas, a pensar que el poder empresarial –amparado en 
el derecho de libertad de empresa del artículo 38 de la Constitución Española– no 
puede ni debe primar sobre el derecho a la Libertad Sindical; más allá de su caracte-
rización jurídica (como derecho de los ciudadanos y derecho fundamental, respecti-
vamente), por mera justicia social.

Cuando la Carta Marga recoge la libertad de empresa, también prevé que los 
poderes públicos garanticen y protejan su ejercicio “y la defensa de la productividad, 
de acuerdo con las exigencias de la economía general (…)”. Así pues, tras el análisis 
de éstas sentencias del Caso «Panrico», podemos concluir que la búsqueda de be-
neficio empresarial inherente a las sociedades mercantiles no es justificación válida 
ni suficiente para que el empresariado socave el disfrute de los derechos laborales 
(fundamentales) del personal asalariado en el actual contexto de crisis económica, 
ni sólo por razones organizativas-productivas individuales, por muy gravosas que le 
resulten a la empresa.


